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Resumen 

Este artículo analiza las problemáticas de salud-enfermedad en nuestro país desde 
la perspectiva de la salud socio-ambiental. Se buscó explorar los riesgos en salud 
asociados al modelo productivo actual del sistema agroalimentario en Uruguay, 
centrándose en la presencia de agroquímicos en los principales alimentos y las 
posibles relaciones entre problemas de salud y territorios con un uso intensivo de 
los mismos. El diseño metodológico fue cualitativo, utilizando diversas técnicas de 
relevamiento de manera flexible. Se realizó análisis de documentos públicos 
obtenidos de portales web de ministerios y organismos competentes, notas de 
prensa, normativa nacional e internacional, y solicitudes de acceso a la información 
pública bajo la Ley 18.381. La información obtenida fue procesada considerando la 
presencia de agroquímicos en alimentos y agua, cantidades y niveles permitidos 
por la normativa, importación de principios activos, procedimientos en caso de 
exceder los límites, organismos responsables de los análisis, seguimiento y 
divulgación de información, multas y sanciones por incumplimientos en el manejo 
de agroquímicos, posibles consecuencias en salud, notificación de casos y vigilancia 
epidemiológica. Se identifica la presencia de agroquímicos en alimentos, 
incumplimientos de la normativa (flexible) y escasos mecanismos de control para 
garantizar la inocuidad de los alimentos para la población. Es necesario 
profundizar en este debate, enfatizar el derecho al acceso a la información, justicia 
social, salud, alimentación y ambiente sano, e investigar la alimentación desde una 
perspectiva sistémica involucrando diversas disciplinas y perspectivas para 
contribuir con los procesos judiciales, las organizaciones sociales y los medios de 
comunicación críticos. 
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alimentaria, ambiente, territorios 

Abstract 

This article examines health-related issues in our country from the perspective of 
socio-environmental health. The aim was to explore health risks associated with the 
current productive model of the agri-food system in Uruguay, focusing on the 
presence of pesticides in major food sources and potential relationships between 
health problems and territories with intensive pesticides use. The methodological 
design was qualitative, employing various flexible survey techniques. Analysis was 
conducted on public documents obtained from ministries and competent agencies 
websites, press releases, national and international regulations, and requests for 
access to public information under Law 18.381. The information obtained was 
processed considering the presence of pesticides in food and water, quantities and 
levels permitted by regulations, importation of active ingredients, procedures in case 
of exceeding limits, responsible agencies for analysis, monitoring and dissemination 
of information, fines and sanctions for non-compliance with pesticides handling, 
potential health consequences, case notification, and epidemiological surveillance. 
The presence of pesticides in food, non-compliance with regulations (which are 
flexible), and limited control mechanisms to ensure food safety for the population 
were identified. It is necessary to delve deeper into this debate, emphasize the right to 
access information, social justice, health, nutrition, and a healthy environment, and 
investigate nutrition from a systemic perspective involving various disciplines and 
perspectives to contribute to legal processes, social organizations, and critical media.  

Keywords: Productive model, food systems, food sovereignty, environment, 
territories 

 

Resumo 

Este artigo analisa os problemas de saúde-enfermidade em nosso país sob a 

perspectiva da saúde socioambiental. Buscou-se explorar os riscos à saúde associados 

ao modelo produtivo atual do sistema pesticidas no Uruguai, focando na presença de 

pesticidas nos principais alimentos e nas possíveis relações entre problemas de saúde 

e territórios com uso intensivo dos mesmos. O desenho metodológico foi qualitativo, 

utilizando diversas técnicas de levantamento de forma flexível. Foram realizadas 

análises de documentos públicos obtidos de portais web de ministérios e organismos 

competentes, notas de imprensa, legislação nacional e internacional, e solicitações de 

acesso à informação pública conforme a Lei 18.381. Os dados foram processados 

considerando a presença de pesticidas em alimentos e água, quantidades e níveis 

permitidos pela legislação, importação de princípios ativos, procedimentos em caso 

de exceder os limites, organismos responsáveis pelas análises, monitoramento e 

divulgação de informações, multas e penalidades por violações no manejo de 

pesticidas, possíveis consequências na saúde, notificação de casos e vigilância 

epidemiológica. Identifica-se a presença de pesticidas em alimentos, violações da 

legislação (flexível) e escassos mecanismos de controle para garantir a inocuidade 

dos alimentos para a população. É necessário aprofundar este debate, enfatizar o 
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direito ao acesso à informação, justiça social, saúde, alimentação e ambiente 

saudável, e investigar a alimentação sob uma perspectiva sistêmica envolvendo 

diversas disciplinas e perspectivas para contribuir com os processos judiciais, as 

organizações sociais e os meios de comunicação críticos.  

Palavras-chave: Modelo produtivo, sistema agroalimentar, soberania alimentar, 

ambiente, territórios 

 

Introducción 

La presente investigación se enmarca en un proyecto de características más 
abarcativo que se centró en investigar las configuraciones socioeconómicas en 
Uruguay a partir de las múltiples respuestas a la emergencia alimentaria en el 
marco de la crisis provocada por la pandemia (COVID-19) a partir del 2020. Dichas 
“configuraciones” fueron entendidas como las condicionantes estructurales que 
hacen al campo alimentario -y sus procesos de vulneración-, como a la capacidad 
de reflexividad y heterogeneidad de respuestas que los propios sujetos individual y 
colectivamente son capaces de desplegar y accionar singularmente frente a las 
adversidades.  

Desde esta perspectiva, cabe comprender al sistema agroalimentario, 
entendiendo que el mismo se conforma por las actividades y elementos 
relacionados con el alimento, en todas las fases del proceso (producción, 
procesamiento, distribución, preparación y consumo), las relaciones sociales, 
científicas y tecnológicas (Carvallo, 2018) y sus consecuencias en la salud y la  
nutrición, el crecimiento socioeconómico, la equidad y la sostenibilidad ambiental  
(OPS, 2022). 

La soberanía alimentaria plantea el derecho de los pueblos a decidir sobre 
el sistema agroalimentario, qué producir y comer, cómo hacerlo, quién, en qué 
condiciones, entre otros aspectos sustanciales de la alimentación, considerar cada 
una de las etapas del alimento, los actores que participan, la vinculación entre las 
dimensiones técnicas, sociales, ambientales, culturales, políticas y éticas (Vía 
campesina,  1996). Según Carballo (2018) comprender y analizar el sistema 
alimentario desde el enfoque de la soberanía alimentaria requiere una mirada 
integral, que implica poder preguntarse en cada una de las fases el cómo, quiénes, 
para quiénes y el para qué, analizando de manera crítica sus lógicas y 
consecuencias. Asimismo, para que el sistema alimentario sea sostenible debe 
garantizar la seguridad alimentaria y nutricional para todas las personas, sin 
comprometer las necesidades ambientales, económicas y sociales de las futuras 
generaciones. 

Este artículo se centra en analizar las problemáticas de salud-enfermedad 
en nuestro país desde la perspectiva de la salud socio-ambiental. Recopilamos y 
sintetizamos una extensa y diversa bibliografía científica que funciona como 
antecedente regional y global sobre la asociación entre el uso y exposición a 
plaguicidas y los problemas de salud en personas; lo cual deja en claro la existencia 
de evidencia sobre los riesgos y peligrosidad de estas sustancias, y su 
uso/dependencia en el modelo agroindustrial imperante. A partir de allí, se busca 
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explorar los riesgos en salud, y la información disponible sobre los mismos, 
asociados al modelo productivo del actual sistema agroalimentario en Uruguay, a 
través de  la presencia de plaguicidas en los principales alimentos de nuestro 
territorio, y las posibles relaciones entre problemas de salud y territorios con uso 
intensivo de los mismos.  

El enfoque de salud integral 

La salud se conceptualiza de acuerdo con los paradigmas culturales de cada 
sociedad, por lo que existen ideas predominantes sobre la salud que también son 
respaldadas por organizaciones internacionales como la Organización Mundial de 
Salud (OMS) y la Organización Panamericana de la Salud (OPS). Estos organismos 
destacan que la salud va más allá de la mera ausencia de enfermedades y 
consideran que el bienestar completo es resultado de diversos factores que pueden 
fomentarlo o deteriorarlo. Según la OMS, la salud es un derecho humano 
fundamental que debe ser garantizado para todos, independientemente de su 
origen étnico, religión, ideología política o situación económica (OMS, 1946). Desde 
la perspectiva de salud y derechos humanos, se enfatiza la importancia de abordar 
los factores sociales y políticos que afectan la salud, promoviendo políticas 
integrales y equitativas (Sanders, 2000). 

Lalonde (1974) propuso el modelo del "campo de la salud", que influyó en 
la concepción contemporánea de la salud en las sociedades occidentales globales. 
Este modelo identifica cuatro categorías principales de factores determinantes de 
la salud: estilo de vida, biología humana, entorno y organización de los servicios de 
salud. Los dos primeros factores identificados por Lalonde atribuyen la 
responsabilidad de la salud a los individuos, mientras que el enfoque 
antropocéntrico del entorno no considera al ambiente como un ecosistema vital. 
Las políticas de salud resultantes se centran en la promoción de estilos de vida 
saludables sin abordar adecuadamente las condiciones sociales, económicas y 
ecológicas como determinantes fundamentales de la salud. 

Pensar en la salud de manera integral implica considerar todas las 
dimensiones de la vida, incluyendo lo biológico, ambiental, social, cultural e 
histórico. Bertolozzi y De la Torre Ugarte (2012) argumentan que la salud colectiva 
requiere una comprensión histórica de los fenómenos de salud y enfermedad, 
examinando cómo los individuos son influenciados por sus contextos sociales y 
participación en la producción y reproducción social. El territorio, concebido como 
un espacio construido por interacciones sociales y naturales, adquiere importancia 
en esta perspectiva, reflejando relaciones de poder y asimetrías entre actores y 
grupos sociales. Este enfoque subraya la interconexión entre los procesos sociales 
y naturales que influyen en la salud de las poblaciones (Verseñazzi, et al., 2020; 
Mancano Fernandes (2012) en Castillo, 2021). 

En Uruguay el análisis de las estadísticas revela que las principales causas 
de mortalidad en el país se mantienen estables, destacando a las enfermedades 
circulatorias y neoplasias (MSP, 2021), mientras se viene observando un aumento 
en trastornos mentales y enfermedades respiratorias, y una disminución en 
enfermedades infecciosas (Arán y Laca, 2013; MSP, 2021). En 2018, las 
enfermedades no transmisibles representaron el 54.5% de las muertes en 
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Uruguay, siendo del 58.5% en el grupo de 30 a 69 años, 30% de estos 
fallecimientos fue en personas menores de 70 años (MSP, 2022) y en el año 2022, 
la tasa de mortalidad ajustada por edad a causa de enfermedades no transmisibles 
ascendió (OPS, 2022). El primer estudio global de carga de enfermedad destaca 
que entre las primeras 15 causas de años de vida perdidos, discapacidad y hábitos 
saludables perdidos, las enfermedades no transmisibles ocupan un lugar 
predominante en diferentes grupos etarios (MSP, 2010).  

A pesar del enfoque manifestado y estadísticas en salud presentados, se 
debe considerar que los problemas en salud vinculados a la alimentación no deben 
reducirse a enfermedades no transmisibles, ni a la malnutrición por déficit o por 
exceso, sino que también existen otras problemáticas que se vinculan con la 
degradación del ambiente/contaminación, cambio climático, salud animal, 
relaciones sociales de explotación/dominación que dificultan la toma de decisiones 
de forma democrática, el cuestionamiento y la sostenibilidad de las forma de vida a 
largo plazo (Ulrich, 1986). 

Para tener una visión crítica y holística de la salud, es esencial considerar 
los modelos de producción y desarrollo que configuran el sistema agroalimentario, 
ya que estos modelos influyen significativamente en el ambiente y afectan la vida 
en general. Coincidiendo con la perspectiva de la salud socio-ambiental 
latinoamericana, se reconoce que los mismos procesos perjudiciales que afectan el 
ambiente también afectan al cuerpo humano y viceversa, lo que subraya la 
interconexión entre la salud humana, la salud del ambiente y la salud de los 
ecosistemas (Verzeñassi et al., 2020, p. 2). 

 

Modelo productivo y sistema agroalimentario hegemónico  
 

En las últimas décadas, Uruguay ha experimentado un aumento significativo 
en el agronegocio agrícola y forestal, así como en la intensificación de la 
producción ganadera (Observatorio de la cuestión agraria en Uruguay [OCAU], 
2021). Este fenómeno se ha visto acompañado por una concentración de la 
producción en manos de corporaciones privadas transnacionales en todos los 
subsectores agropecuarios (OCAU, 2022). El modelo productivo se caracteriza por 
el uso de paquetes tecnológicos que incluyen maquinaria de gran porte, semillas 
genéticamente modificadas para tolerar plaguicidas, y el uso extensivo de 
plaguicidas y fertilizantes en grandes extensiones de tierra destinadas al 
monocultivo. Aunque la soja y el maíz transgénicos representan la máxima 
expresión de este modelo, también se emplea maquinaria de gran porte, 
monocultivos extensivos y grandes cantidades de plaguicidas en otros cultivos no 
transgénicos, como trigo, arroz, cebada, entre otros. Además, se utilizan 
plaguicidas en menor medida en la producción de frutas, hortalizas, forestación, 
caña de azúcar y praderas artificiales para el ganado (OCAU, 2021).  

En Uruguay, la soja RR (Roundup Ready) tolerante al herbicida glifosato fue 
el primer evento transgénico aprobado, en 1996. Más adelante también se 
aprobaron otros eventos, que además presentan tolerancia al herbicida glufosinato 
de amonio (2012) y otros tolerantes a herbicidas del grupo de las imidazolinonas 
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(2014); y aún con eventos apilados. En el 2003 y 2004 fueron aprobados los 
‘maíces Bt’ MON810 y Bt11 siendo los primeros eventos transgénicos en maíz para 
cultivo en nuestro país. Los dos eventos producen una proteína Bt tóxica para 
larvas de lepidópteros plaga del maíz. Más adelante se aprobaron otros ocho 
eventos simples y apilados que producen toxinas Bt y/o presentan tolerancia a 
glifosato y/o a glufosinato de amonio (Burger et al. 2017). También en la última 
década se han aprobado eventos transgénicos de papa, tomate, algodón y trigo 
para investigación, así como de soja y maíz para producción de semilla (Sistema 
Nacional de Bioseguridad [SNB], 2023a). Asimismo a finales de 2023 fueron 
aprobados nuevos vegetales genéticamente modificados de soja y maíz con 
tolerancia a herbicidas formulados en base a glufosinato de amonio y glifosato, y 
resistencia a ciertos insectos lepidópteros plaga. Además fueron aprobados dos 
eventos de soja tolerante a sequía, constituyendo de esta forma cuatro eventos 
para ensayo a campo y uno habilitado para destino comercial (SNB, 2023b).  

En este modelo, el principal objetivo de la transgénesis es que el cultivo 
soporte los plaguicidas sin verse afectado, es así que los transgénicos están 
directamente asociados al uso intensivo de productos fitosanitarios (herbicidas, 
insecticidas, fungicidas y fertilizantes de síntesis química). En este sentido es que 
el lanzamiento de nuevos eventos transgénicos ha impulsado el desarrollo de 
nuevos plaguicidas, que además, ante su uso intensivo y prolongado ha generado 
su inefectividad (visible en la aparición de “malezas resistentes”) lo cual ha llevado 
a la generación de otros nuevos productos o la combinación de estos para que 
respondan al nuevo evento (Gudynas, 2019) 

Los cultivos transgénicos se encuentran integrados al mercado mundial a 
través de la exportación de materia prima para la agroindustria, así como para el 
suministro de insumos industriales a la agricultura (semillas, maquinaria, 
plaguicidas) (Machado, 2003, p.56). Cabe señalar que tanto la soja como el maíz, 
además de ser alimentos para el ganado, son utilizados para la elaboración de 
aditivos alimentarios (emulsionantes, estabilizantes, etc.), aceites, grasas vegetales 
y azúcares (glucosa, dextrosa, etc.) (Burger, et al. 2017). 

Por su parte, los plaguicidas son una pieza central del modelo de 
agronegocio para exportación de commodities, y existe importante bibliografía 
mundial que señala los riesgos y daños de los de los productos químicos 
fitosanitarios a la salud humana y a los ecosistemas (Verzeñassi y Vallini, 2019; 
Caletti et al, 2021; Rozas, 2021, Cárcamo, 2020).  

Los residuos de plaguicidas están presentes en el agua, el aire, el suelo y los 
alimentos, generando una contaminación significativa en diversas fuentes y 
poniendo en riesgo la inocuidad alimentaria y la calidad del agua. Esta 
problemática afecta especialmente a regiones con agricultura familiar y alta 
densidad poblacional, aumentando el impacto en la salud y el ambiente (Chiappe, 
2020), siendo grupos mayormente vulnerables en áreas agrícolas los niños y niñas, 
mujeres embarazadas y trabajadores expuestos (Burger, 2013 en Chiappe, 2020). 
El desarrollo del monocultivo en Argentina ha causado impactos ambientales, 
como la pérdida de biodiversidad y conflictos territoriales que afectan la salud y la 
calidad de vida de comunidades campesinas e indígenas (Schmidt y Toledo, 2018). 
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Además, el aumento en el uso de plaguicidas, tanto por fumigaciones aéreas como 
terrestres, ha generado impactos negativos en la salud humana.  

El modelo actual imperante, ha generado profundos impactos sociales, 
económicos y ambientales. Promueve la generación del capital sosteniendo un 
paradigma contrario al de la sostenibilidad de la vida, no solo por presentar un 
riesgo para la salud, sino porque también pretende poner en crisis todo lo que él 
mismo necesita para sostener la producción (Cauci et al, 2023). Quienes 
promueven y sostienen este paradigma productivista hacen foco en el crecimiento 
económico, minimizando los impactos ambientales y ecológicos, o en caso de 
reconocer algún impacto, como por ejemplo el cambio climático, plantean recurrir 
a las soluciones científicas y tecnológicas  para su “mitigación” (Gudynas, 2019), 
evitando prestar atención al problema socio-político y ambiental que hay de 
fondo.  

Evaluación del riesgo 

Para considerar los riesgos o peligrosidad asociada a la liberación de 
organismos genéticamente modificados al ambiente, es fundamental analizar las 
interacciones de estos organismos con los distintos componentes del ecosistema y 
los posibles efectos en los consumidores, especialmente en el caso de cultivos 
alimentarios. Además, debemos considerar el impacto del paquete tecnológico 
asociado con el uso de los nuevos rasgos introducidos por estos cultivos. Esto 
implica que la preocupación por los riesgos asociados ya no sea exclusiva de los 
científicos que trabajan directamente en el desarrollo de la tecnología, sino que se 
convierta en un tema de interés para toda la sociedad (Burger et al., 2017). 

En Uruguay, la evaluación de riesgos de los cultivos transgénicos se basa en 
las evaluaciones realizadas por las empresas, utilizando el criterio de equivalencia 
sustancial. Este concepto carece de una definición científica precisa y fue 
establecido principalmente desde una perspectiva comercial. Dicho  enfoque 
reconoce que el objetivo de la evaluación no es garantizar una inocuidad absoluta, 
sino determinar si el alimento modificado genéticamente es tan seguro como su 
homólogo convencional, cuando existe uno (Burger et al., 2017).  

La evaluación de riesgo de plaguicidas, se lleva a cabo a través de un 
proceso regulado por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP) y su 
Dirección General de Servicios Agrícolas (DGSA). La misma está regulada 
principalmente por el Decreto Presidencial 214/997, que establece los requisitos y 
procedimientos para la autorización y registro de plaguicidas y productos afines en 
el país. Esta evaluación en el país comprende un proceso complejo que involucra a 
diferentes actores y se basa en una serie de normas y criterios, tales como los 
límites máximos para residuos (LMR) y las Ingestas Diarias Aceptables (IDA). Los 
límites máximos para residuos se fundamentan en prácticas agrícolas adecuadas 
desde el punto de vista agronómico, pero no se vinculan directamente con los 
efectos del plaguicida ingerido sobre la salud humana (Ríos et al., 2010). 
Adicionalmente, se recopilan datos sobre la composición del producto, sus 
propiedades físicas y químicas, y su potencial toxicológico a partir de la consulta de 
estudios científicos, informes técnicos y fichas de seguridad del producto. La 
empresa que registra el plaguicida es quién presenta los estudios de toxicidad 
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como parte del expediente de solicitud de registro (ROU, Decreto Presidencial 
149/997). 

 

Asimismo existe el marco regulatorio para la evaluación de riesgos 
relacionados con vegetales genéticamente modificados establecido por el Decreto 
Presidencial 353/008 (MGAP, 2015). Se promueve la política de "coexistencia 
regulada" entre cultivos genéticamente modificados y no modificados, y se 
establece una estructura institucional liderada por el Gabinete Nacional de 
Bioseguridad (GNBio). Sin embargo, los impactos ambientales de los plaguicidas 
dependen no solo de la cantidad aplicada, sino también de las condiciones de uso y 
los niveles de toxicidad y ecotoxicidad. El aumento en el uso de herbicidas como el 
glifosato, junto con la detección de este herbicida en cultivos transgénicos, plantea 
preocupaciones sobre el riesgo ambiental y la exposición a estos compuestos 
(Burger et al., 2017). Cabe destacar que la aprobación de los últimos eventos 
transgénicos durante la pandemia de COVID-19 se realizó de manera acelerada, a 
pesar de informes desfavorables de instituciones académicas y la falta de 
participación de la Universidad de la República en el GNBio, así como las 
objeciones del Ministerio de Salud Pública (Artacker et al., 2020)  

Existen relevantes críticas a este proceso de evaluación del riesgo. En 
primer lugar, se insiste en la necesidad de tomar en cuenta el Principio de 
Precaución. Este principio establece que ante la posibilidad de que una actividad o 
producto represente una amenaza potencial para el ambiente o la salud pública, 
deben tomarse medidas adecuadas, incluso si la relación causa-efecto no ha sido 
científicamente demostrada de manera concluyente (Raffensperger et al., 1999). El 
Principio de Precaución, consagrado en la Declaración de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, es crucial en la 
gestión de la incertidumbre asociada con las causas y relaciones fuera del control 
humano, especialmente en lo que respecta a la protección del ambiente y la salud 
humana (Artigas, 2001). Este principio está reflejado en la Ley General de 
Protección del Ambiente de Uruguay (N°17.283) y enfatiza la importancia de 
tomar medidas preventivas frente a riesgos potenciales, incluso en ausencia de 
certeza científica absoluta (Burger et al., 2017). 

En segundo lugar, desde la perspectiva de la toxicología crítica, se detallan 
una serie de falencias en el procesos de análisis de los daños y peligrosidad de las 
sustancias, tanto en las fases de análisis de laboratorio, como en todos los peligros 
que exceden lo que puede ser evaluado con pruebas de dosis “causa-efecto” en el 
laboratorio con animales (Friedrich et al., 2022). En este sentido, Burger et al. 
(2017) consideran que la evaluación requiere un enfoque integral y progresivo, 
adaptado a las circunstancias de cada caso específico. 

Por ejemplo, el estudio de García (2020) desde la epidemiología crítica 
parte de la observación de que las evidencias existentes sobre los efectos de los 
plaguicidas en la salud provienen de estudios aislados que buscan explicar datos 
de laboratorio, lo que dificulta una comprensión integral del problema de la 
afectación al sistema inmune derivada de la exposición a plaguicidas. Se reconoce 
que factores fisiológicos, ambientales, la dieta deficiente en proteínas o el estrés 
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emocional pueden modular la toxicidad al sistema inmune por la exposición a 
plaguicidas, manifestándose en una amplia gama de respuestas que van desde una 
ligera modulación de las funciones inmunológicas hasta el desarrollo de 
enfermedades inmunes. 

 

Antecedentes de salud-enfermedad y plaguicidas 
 

La asociación entre el uso de plaguicidas en la producción agropecuaria y la 
salud humana ha sido objeto de estudio y debate en la investigación científica. 
Como se mencionó anteriormente, existen datos que sugieren impactos negativos 
en la salud asociados al uso de plaguicidas si bien la relación causal puede ser 
compleja y depender de varios factores, como el tipo de plaguicida y las prácticas 
de aplicación. Se ha expresado preocupación por la acumulación de residuos de 
plaguicidas en alimentos y su efecto en la salud de los consumidores, que pueden 
incluir desde intoxicaciones agudas hasta problemas neurológicos, respiratorios, 
cáncer y trastornos endocrinos (Ferrer, 2003; Vazquez et al., 2015; Burger, 2017).  

Los plaguicidas pueden categorizarse según su aplicación, como 
insecticidas, fungicidas, herbicidas y raticidas, o según su composición química, 
como organoclorados, organofosforados, carbamatos, piretroides, compuestos 
bipiridílicos y sales inorgánicas. Todos estos compuestos son biocidas, lo que 
generalmente conlleva una alta toxicidad para los seres humanos (Ferrer, 2003). El 
peligro de reutilización o abandono inadecuado de envases que los han contenido, 
así como los casos de intoxicaciones por diversos mecanismos (Ferrer, 2003), 
constituyen parte de este problema, por lo que es esencial la investigación 
continua en este campo.  

En Uruguay el uso de herbicidas medido a través del volumen de 
importaciones aumentó drásticamente en los últimos 15 años (Burger et al., 2017), 
en 2022 se importaron 16.9 millones de kg de “productos fitosanitarios” (MGAP-
DGSA, 2023). Existen 1795 productos registrados como Fitosanitarios en el MGAP 
con fecha 8 de febrero de 2024 (MGAP, 2024.), de los que se identifican 440 
principios activos principales con destino a diferentes usos autorizados por la 
Dirección General de Servicios Agrícolas del MGAP (Figura 1).  

 

Figura 1: Productos fitosanitarios habilitados para el uso en Uruguay 
 

Tipo de uso Cantidad de productos Porcentaje 

Herbicidas 825 46.0% 

Insecticidas 415 23.1% 

Fungicidas 320 17.8% 

Fertilizantes foliares 95 5.3% 

Reguladores de crecimiento 50 2.8% 

Otros 90 5.0% 
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos presentados por MGAP-DGSA, 2023 

A continuación, se presentan algunas referencias científicas relevantes que 
destacan los daños para la salud causados por su uso  

Los compuestos organoclorados, como el DDT, han sido prohibidos debido a 
su capacidad de bioacumulación y persistencia en el ambiente, y se han asociado 
con una serie de síntomas en personas trabajadoras, incluyendo dermatitis, 
trastornos digestivos y neurológicos (Lauwerys, 1990 en Ferrer, 2003). Los 
insecticidas organofosforados, como el paratión, son altamente tóxicos y pueden 
penetrar rápidamente en el cuerpo humano, causando intoxicaciones agudas 
graves y aunque la recuperación suele ser completa, los efectos neurológicos 
pueden ser prolongados (Ferrer, 2003). Los piretroides del tipo 2 pueden provocar 
síntomas graves como náuseas, vómitos y convulsiones, mientras que los 
herbicidas organoclorados, como el ácido diclorofenoxiacético (2,4-D), pueden 
causar efectos agudos y crónicos, como alteraciones hepáticas y neurológicas. El 
paraquat, otro herbicida, es extremadamente tóxico y puede causar una serie de 
síntomas graves y fibrosis pulmonar irreversible (Ferrer, 2003). 

Inicialmente considerado el herbicida ideal por su baja toxicidad ambiental 
(Duke y Powles, 2008), el glifosato ha captado mayor atención recientemente 
debido a su potencial riesgo para los ecosistemas terrestres y acuáticos (Nordgård 
et al., 2015). Además, afecta la salud y fertilidad de organismos beneficiosos del 
suelo como lombrices y hongos micorrícicos (Tapersser et al., 2014; Zaller et al., 
2014 en Burger et al., 2017). Estudios recientes han demostrado que dosis 
subletales de glifosato pueden alterar la respuesta de bacterias resistentes a 
antibióticos relevantes en tratamientos clínicos, como cepas de Escherichia coli que 
aumentan su tolerancia al cloranfenicol en presencia de glifosato y dicamba 
(Kurenbach et al., 2015). 

El glifosato, reclasificado como "probable cancerígeno humano" por la IARC 
(OMS, 2015) y asociado con alteraciones en el desarrollo de la cresta neural 
cefálica y acortamiento del eje anterior-posterior, principalmente debido al 
aumento de la actividad retinoide endógeno (Paganelli et al., 2010). Además, se 
han observado efectos no deseados de la modificación genética en plantas, con 
potencial impacto a largo plazo, como la generación de resistencia a antibióticos, el 
desarrollo o aumento de alergias, y el incremento de la toxicidad a corto o largo 
plazo. Por ejemplo, se han documentado posibles efectos hematotóxicos y 
citotóxicos de las proteínas Cry en mamíferos (Mesnage et al., 2013; Mezzomo et 
al., 2013; Mezzomo et al., 2015 en Burger et al., 2017). 

En el reciente libro de la Doctora argentina Rosales de la Quintana (2022) 
se resumen varias investigaciones científicas arbitradas, que destacan el daño 
genético en células humanas por exposición al glifosato en dosis veinte veces 
menores a las habilitadas en la fumigación (Aissa et al., 2012), la genotoxicidad y 
disrupción endócrina del metabolito del glifosato AMPA (Mañas et al., 2009; 
Gentile et al., 2016), la persistencia del glifosato en el cuerpo y su asociación con 
diferentes tipos de cáncer en hombres y mujeres (Montenegro, 2009), y la 
exposición al glifosato como un interruptor del desarrollo embrionario y fetal en 
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seres humanos (Seneff y Nigh, 2017), la herencia de hasta tres generaciones 
posteriores de enfermedades y patologías a través de epimutaciones en las células 
del esperma, por exposición a glifosato (Kubsad et al, 2019).  

Según la revisión sistemática de bibliografía de Vázquez et al. (2015), existe 
evidencia científica publicada en revistas arbitradas que asocian la exposición a 
plaguicidas organofosforados con deterioro de funciones cognitivas y síntomas 
neurológicos, la exposición a plaguicidas de largo plazo y la presencia de tumores 
cerebrales, Parkinson y Alzheimer; y la exposición a plaguicidas de mujeres 
embarazadas que afectan la salud de los niños.  También se destaca el estudio del 
Ministerio de Salud de la Nación de Argentina sobre la exposición a plaguicidas en 
cultivos extensivos y su potencial impacto en la salud, que señala la relación entre 
la exposición a plaguicidas y la mortalidad por cáncer en la región pampeana 
(Butinof et al., 2017, citado en Rosales, 2022, p. 15). 

Quizá uno de los antecedentes más relevantes lo constituye el trabajo del 
Instituto de Salud Socio-ambiental de la Universidad de Rosario Argentina, en base 
al relevamiento de problemas de salud referidos por 37 pueblos rodeados de 
cultivos agroindustriales con uso intensivo de plaguicidas, totalizando más de 
115.000 personas relevadas. Muestra prevalencia de hipotiroidismo, alergias, 
abortos espontáneos, malformaciones congénitas, diferentes tipos de cáncer 
(Verzeñassi, et al, 2023) y problemas respiratorios (como asma y EPOC), así como 
Alzheimer y Parkinson a edades tempranas (Verzeñassi y Vallini, 2019).  

 

Metodología  

El diseño metodológico fue de tipo cualitativo, articulando diferentes 
técnicas de relevamiento de manera flexible. Se realizó análisis de documentos 
públicos, obtenidos por dos mecanismos diferenciales: 1. revisión de portales web 
de ministerios y organismos competentes, notas de prensa, normativa nacional e 
internacional; 2. solicitudes de acceso a la información pública amparados en la 
Ley 18.381: dos solicitudes al Laboratorio de Bromatología de la Intendencia de 
Montevideo, dos al Ministerio de Ambiente (MA), cuatro al Ministerio de Ganadería 
Agricultura y Pesca (MGAP), una al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
(MTSS), una al Laboratorio Tecnológico del Uruguay (LATU), una al Ministerio de 
Salud Pública, y una a la Unidad Agroalimentaria Metropolitana (UAM).   

La información obtenida fue procesada considerando presencia de 
plaguicidas en alimentos y agua, cantidad y niveles permitidos por la normativa, 
cantidades de principios activos importados, procedimientos cuando los límites 
son excedidos, organismos responsables en realizar los análisis, seguimiento y 
divulgación de información, multas y sanciones por incumplimientos en el manejo 
de plaguicidas, posibles consecuencias en salud, notificación de casos y vigilancia 
epidemiológica. 

Fueron realizadas once entrevistas semi-estructuradas a referentes 
calificados académicos, representantes del estado y trabajadores sindicalizados, y 
once entrevistas desestructuradas (sin grabación) durante el trabajo de campo con 
referentes calificados profesionales del área salud y comunicación, académicos y 
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personas afectadas directamente por la exposición a plaguicidas. Las entrevistas se 
centraron en las siguientes temáticas: información disponible y accesible sobre 
presencia de plaguicidas en alimentos y agua, normativa vigente y 
transformaciones de la misma, sanciones y multas por incumplimientos en el uso 
de plaguicidas, mecanismos de denuncias y procesos judiciales, percepciones sobre 
el daño provocado en trabajadores y vecinos por el uso de plaguicidas en soja, 
arroz y hortifrutícolas, modelo productivo basado en el paquete tecnológico, 
procesos de comunicación y bloqueos en la prensa, miedos y persecuciones a 
denunciantes. 

 

Resultados  

A continuación presentamos los principales resultados en tres bloques: en 
primer lugar datos disponibles sobre plaguicidas en alimentos y agua, 
posteriormente se identifican los principales cambios en la normativa y por último 
se mencionan las debilidades en relación al rol del Estado en cuanto la regulación 
de plaguicidas. 

Presencia y contenido de plaguicidas en alimentos y agua  

El análisis de las diferentes fuentes de datos racabadas permitió identificar 
la presencia y contenido de plaguicidas en alimentos y agua. A continuación, se 
detallan los tipos de alimento identificados en referencia a límites permitidos y la 
accesibilidad de la información. 

En cuanto al trigo y cebada en los últimos 10 años solo se cuenta con 
información de 2019-2020, sin referencia a los límites máximos permitidos, donde 
se visualiza presencia de glifosato, azoxistrobin y tebuconazol en trigo; 
epoxiconazol y trifloxistrobin en cebada.  

En cuanto a las carnes, leche y miel, la información pública en la web del 
Programa Nacional de Residuos Biológicos presenta sus resultados incompletos y 
en inglés. Los informes de resultados muestran el número de muestras analizadas, 
y las veces que para cada residuo se excedieron los límites permitidos en la norma 
nacional por año (sin especificar el valor) para los siguientes alimentos: miel (en 
2015, 2021, 2022), carne bovina (desde 2017 a 2022 ), ovina (2019, 2021, 2022) y 
equina (2019, 2021, 2022), leche de vaca (2021, 2022) y pescado (2021, 2022). Se 
destaca la reiterada presencia año a año de muestras de carne de vaca que exceden 
los límites nacionales de los insecticidas fipronil, clorpirifos, ethion, cipermetrina y 
el desparasitario ivermectina. Cabe mencionar que el fipronil tiene prohibido su 
uso en la Unión Europea, y el clorpirifos tiene prohibido su uso también en la 
Unión Europea así como en Palestina, Arabia Saudita, Sri Lanka y Vietnam 
(Cárcamo, 2020).  

En cuanto a frutas y verduras, los análisis se realizan por dos partes 
separadas: en un laboratorio privado contratado por la UAM (que negó el acceso a 
la información), y el Laboratorio de Bromatología de la Intendencia de Montevideo. 
Según la información brindada por el último se verifica una tendencia a la 
disminución en la cantidad de muestras analizadas, que pasa de 831 muestras en 
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2012, a 270 muestras en 2016, 172 muestras en 2019, 142 muestras en 2020 y 90 
muestras en 2021.  

Entre los años 2019-2021 se constata la presencia de 14 diferentes 
plaguicidas en muestras de: manzana (4 principios activos), mandarina (3), 
naranja (5), limón (2), pera (2), frutilla (2),tomate (5), lechuga (5), morrón (2), 
zanahoria (1), espinaca (1), berenjena (3), repollo (2), nabo (1), papa (1), pepino 
(1). Los principios activos encontrados son: fungicidas (azoxistrobin, ciprodinil, 
procimidona, difenoconazol, imazalil, propiconazol, iprodiona, difenilamina, 
tebuconazol) e insecticidas (cipermetrina, lambda Cialotrina, clorpirifos, metil 
Clorpirifos, clorfenapir). 

Además, se confirma la presencia de residuos de plaguicidas por encima de 
la normativa nacional correspondiente (es decir, irregulares) en muestras de: 
manzana (imazalil, iprodione, tebuconazol (en 2019); imazalil (2020));  naranja 
(clorpirifos (2020)); frutilla (procimidona (2020)); mandarina (carbaril (2021); 
tomate (ciprodinil, clorfenapir, procimidona (2019)); lechuga (azoxistrobin, 
cipermetrina, procimidone (2019), procimidone (2020));  zanahoria (clorpirifós 
(2019)); berenjena (ciprodinil (2019), procimidone (2020)); repollo (procimidona 
(2019), clorpirifos (2020); nabo (clorpirifós (2019)). En síntesis, en 2019 un 
máximo de 6.4% de las muestras exceden los límites de la normativa, en 2020 
4.2% y en 2021 1.1%. 

Cabe aclarar que en Uruguay la normativa sobre Límites Máximos de 
Residuos (LMR), se basa en el Codex Alimentarius de la FAO, que es más flexible 
que el código Argentino, y aún más permisivo que el de la Unión Europea (UE). En 
caso de no existir normativa para algunos plaguicidas en alimentos, hasta mayo de 
2022, se utilizaban los valores de la UE, sin embargo, con el cambio de normativa 
(Resolución DGSA 514/022) se flexibilizan los LMR permitidos, ya que en aquellos 
en los que no existe definiciones del Codex se utilizarán primero normativas 
Regionales (Argentina, Brasil, Chile), y posteriormente se rigen por la de la Unión 
Europea y EEUU. A modo de ejemplificar la relevancia de estas diferencias, en 
manzana el LMR de Difenilamina en el Codex es 10 partes por millón (ppm), en 
Argentina 3 ppm y en UE 0,05 ppm, es decir, el Codex es tres veces más permisivo 
que la normativa Argentina, y 200 veces más permisivo que la UE. O por ejemplo, 
en tomate el LMR para el  Metil Clorpirifos es 1 ppm en el Codex, 0,5 ppm en 
Argentina y 0,01 ppm en la UE, es decir, el Codex es el doble de permisivo que en 
Argentina, y 100 veces más permisivo que en la UE.  

Además, los plaguicidas iprodione, imazalil, clorfenapir, carbaril y 
clorpirifós presentes como residuos en frutas y verduras, se encuentran prohibidos 
en la Unión Europea. Estas diferencias en la normativa no tienen ninguna base 
científica en cuanto a posibles diferencias bio-físico-químicas de los organismos de 
las personas de ambos continentes y su tolerancia a la toxicidad de las sustancias, 
sino únicamente a procesos políticos y económicos que definen los estándares de 
daños permitidos a la salud de la población en cada territorio.  

Según la información brindada por el Laboratorio de Bromatología de la 
Intendencia de Montevideo sobre análisis realizados entre 2013 y 2023 de 
residuos de plaguicidas y metales pesados en agua embotellada, y jugos de fruta; 
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solo se analiza presencia de glifosato, desde 2013 a la fecha se realizaron 16 
análisis en 2018 y 10 en 2019, detectándose una muestra con 0.15 ug/l, la cual 
excede el límite definido en la Unión Europea (0.1 ug/l) aunque cumple con la 
norma uruguaya (Glifosato+AMPA 700 ug/l). 

Por último, sobre los jugos de frutas, se realizaron 6 análisis en 2017 y 12 
análisis en 2013 de plaguicidas con la metodología multiresiduos, no se encontró 
ninguna presencia de residuos. 

 

Ausencia de datos concretos 

En cuanto al MGAP, cabe destacar que no realiza análisis de residuos de 
plaguicidas en arroz y maíz. Siendo el arroz un grano básico de la alimentación en 
nuestro país y el maíz uno de los principales cultivos transgénicos, sería de gran 
relevancia contar con los análisis de residuos de plaguicidas a nivel público.  

Un caso similar se evidencia en la respuesta del LATU sobre el análisis de 
residuos de plaguicidas en trigo, arroz, maíz, soja, donde se indica que el 
organismo realiza análisis para clientes privados bajo cláusulas de 
confidencialidad, no para el Estado como parte de un muestreo obligatorio. 

El MGAP y el Laboratorio de Bromatología de la IM tampoco realizan 
análisis de residuos de plaguicidas y metales pesados en alimentos como agua 
embotellada, cerveza, vino, café y yerba. Este último, analizó glifosato en agua 
embotellada en 2018 y 2019, sin analizar AMPA, que constituye la principal forma 
en que se degrada y permanece en el ambiente el glifosato.   

Por otro lado, el MSP no realiza estudios sobre presencia de plaguicidas en 
fluidos humanos, o daño genómico. Los únicos estudios en Uruguay son el 
realizado por el Núcleo Interdisciplinario TA sobre residuo de glifosato en orina 
(Alfonso, et al., 2020); uno similar de la responsable del CIAT-UdelaR Amalia 
Laborde (MVD Noticias, 2022), y el exploratorio de daño genómico de 2009 en 
Bella Unión (Martínez et. al., 2006).  

En cuanto a los análisis de plaguicidas en frutas y hortalizas 
comercializadas en la UAM, cabe señalar que los mismos se dan a través de un 
laboratorio privado contratado, por lo que los datos obtenidos no son difundidos 
de forma pública. Esta negativa se justifica mediante un acuerdo de 
confidencialidad entre la Intendencia de Montevideo, el MGAP y la UAM, 
involucrados en un Plan de Vigilancia Integrado de Residuos de Fitosanitarios en 
Frutas y Hortalizas, iniciado en junio de 2022, alegando que se trata de un tema de 
“alta sensibilidad de la información” por lo que no se puede brindar la información 
hasta diseñar una estrategia de comunicación. Además esta información atañe a 
acuerdos con los comercializadores privados, por lo que entienden quedan bajo 
acuerdos de confidencialidad.  Cabe señalar que en dichas entrevistas con la UAM 
se revelan que los análisis son exploratorios y no represent ativos, y que las 
muestras con residuos por encima de los límites máximos no son retiradas del 
mercado, sino que se notifica a los comerciantes y se sanciona sólo en casos 
reincidentes, lo que implica que estos productos sean consumidos por la población 
sin conocimiento de esta situación. 
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En cuanto a los datos en salud, cabe destacar que si bien la digitalización de las 
Historias Clínicas del Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS) representa un 
avance, estas no registran la ocupación de los pacientes y su diseño dificulta el 
análisis estadístico. Los problemas de salud se registran en texto abierto, lo que 
requiere una lectura detallada para su recodificación. Aunque existe un campo 
estandarizado para el "diagnóstico final" de las consultas médicas, el MSP aún no 
ha utilizado estos datos para generar información epidemiológica de calidad. 

Es relevante destacar que, a pesar de tener acceso a todas las historias clínicas del 
país a través del SNIS y a los datos de enfermedades de notificación obligatoria 
proporcionados por cada centro de salud, el MSP no genera estadísticas sobre la 
prevalencia de enfermedades no transmisibles por localidad. Además, el MSP no 
permite el acceso a las bases de datos argumentando la protección del anonimato 
de los pacientes y la carga adicional de trabajo que implicaría satisfacer las 
solicitudes de información en virtud de la Ley 18.381. 

Cambios en la normativa vinculada a la presencia, aplicación y contenido de 
plaguicidas en alimentos y agua 

En cuanto a las normativas, se destaca la Resolución N° 672/022 DGSA de junio de 
2022, que amplía el registro de aplicaciones de plaguicidas a aplicadores menores 
a 1000 litros y propietarios de campos, pero flexibiliza la declaración volviéndola 
"voluntaria". Además, en 2022 se modifican los límites máximos de residuos de 
plaguicidas permitidos en frutas y verduras, tomando como referencia la 
normativa regional en lugar de la normativa del Codex, lo que resulta en límites 
menos exigentes. 

Por otro lado, el monitoreo de aguas superficiales realizado por el Observatorio 
Ambiental Nacional presenta limitaciones significativas. Su normativa, establecida 
por el Decreto N°253/979 de 1979, está desactualizada y no regula algunos 
plaguicidas de uso común como el Glifosato o el Glufosinato de Amonio. 

El Estado tiene conocimiento de estas falencias en la normativa, ya que en 2018 se 
realizó una consultoría sobre problemas en la reglamentación y control de 
plaguicidas. El consultor plantea que el problema central es que el sistema 
regulatorio asociado al registro de plaguicidas no tiene una base normativa clara, 
coherente e integrada; y que los plaguicidas son aprobados en base a evaluaciones 
de otros países sin evaluar los riesgos a nivel local. La propuesta sería instalar en la 
normativa la Evaluación de Riesgos Ambientales como parte del proceso de 
reglamentación de cada plaguicida, donde un equipo especializado, integrado entre 
los ministerios y con apoyo de la Universidad, estudie caso a caso los riesgos para 
la salud humana y el ambiente, y brinde la información de manera transparente a 
la población. Este diagnóstico y propuestas no han sido tomadas en cuenta por el 
Estado. 

Rol del Estado en cuanto a la regulación y control 

En cuanto a la asignación presupuestaria estatal para regular esta temática, es 
relevante destacar que el Ministerio de Ambiente cuenta con apenas el 0.06% del 
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presupuesto del Estado asignado en 2022, según datos del Portal de Transparencia 
Presupuestaria de Presidencia. Sin embargo, es importante señalar que la 
regulación directa del uso de plaguicidas recae en DGSA-MGAP.  

Es preciso mencionar que en cuanto al mecanismo de sanción a través de multas 
económicas se identifica la falta de efectividad en la aplicación de las mismas, se 
presentan tres ejemplos basados en solicitudes de acceso a la información pública:  

En el MGAP, la única multa registrada a empresas arroceras en 2016 por uso 
indebido de agroquímicos fue a Arrozal 33 y su contratista de fumigación aérea 
(Servicios Agrícolas Vergara) con una multa de $98.178 (pesos) cada una, por 
fumigar sin respetar la distancia a centros poblados y escuelas rurales, 
considerada como falta grave. Una suma insignificante si se considera que ese 
mismo año, Arrozal 33 reportó una Ganancia Neta de U$S 4.052.907 (dólares) 
según sus Balances Oficiales en la Auditoría Interna de la Nación. 

En el MTSS, desde 2016 se registran escasas multas a empresas relacionadas con la 
producción de alimentos por incumplimiento del Decreto 307/009 (protección de 
trabajadores frente a exposición a químicos). Algunas de las multas incluyen a OTA 
LTDA. (aviación agrícola, Cerro Largo) con una multa de 15 Unidades Reajustables 
(UR), Gamorel S.A. (arándanos, Salto) con una multa de 8 UR, Byerston S.A. 
(agrícola-ganadero, Río Negro), CALPRYCA (avícola) con una multa de 15 UR y 
Lanodir S.A. (control de plagas agroindustriales) con una multa de 10 UR. 

En el MA, en los últimos veinte años se han presentado 12 denuncias vinculadas a 
arroceras y uso indebido de plaguicidas, incluyendo emisiones en el aire, 
afectación a la salud de trabajadores y fumigaciones aéreas sobre centros 
poblados. Sin embargo, ninguna de estas denuncias resultó en una multa o sanción. 
Las únicas multas registradas fueron a procesos industriales que incumplen 
autorizaciones ambientales y la generación de canalizaciones de agua irregulares. 
En una denuncia de fumigación aérea sobre Pueblo Laguna Merín en 2018, se 
constataron daños a la salud de la población pero no se identificaron responsables, 
y tras cuatro años, ni el MGAP ni OSE dieron respuesta a las medidas de cautela 
solicitadas por el MA, quien finalmente archivó el expediente. 

Discusión 

Dificultades para la obtención de información relevante para la vigilancia y 
seguimiento de los efectos en salud y los efectos de la política de desinformación 



 
 

 
 

Cauci Becerra, A. Pena, D. & Risso, F. (2024) Tekoporá vol. 5, n°2 (183-208) DOI 10.36225/tekopora.v5i2.212 

 

199 
  

La compleja red de acciones y omisiones del Estado dificulta el acceso a la 
información de diversas maneras. Esta dificultad surge tanto porque: - la 
información no se genera adecuadamente; - porque se mantiene bajo 
confidencialidad u oculta cuando sí se produce; - o se libera de manera parcial y 
con tecnicismos y formatos que dificultan su comprensión. Es así que se generan 
múltiples formas de la "política de desinformación" y sus efectos en los procesos de 
investigación académica, judiciales, periodísticos y en los movimientos sociales 
(Figura 2). 

 

Figura 2: Dificultades para la obtención de información sobre plaguicidas y salud 
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Esta política articula seis mecanismos de omisión y ocultamiento de 
información que operan juntos imposibilitando relacionar estadísticamente el 
mapa de enfermedades con el mapa productivo:  

1. Falta de generación de estudios y análisis de residuos de plaguicidas en 
alimentos y cuerpos humanos.  

2. Generación de información parcial, con contenido preocupante pero no 
difundida o bloqueada bajo acuerdos de confidencialidad. Se identifica falta de 
transparencia en la divulgación de información sobre residuos de pesticidas en 
frutas y hortalizas, evidenciado en la negativa a hacer públicos los resultados de 
análisis realizados por en la UAM. 

3. La información generada a través de solicitudes, no se procesa ni se 
publica de manera comprensible para la población. El relevamiento de información 
no es procesada ni difundida. 

4. La normativa es permisiva, sin adaptación local ni actualización; se 
identifican diversos mecanismos normativos de flexibilización, tal es el caso de la 
Resolución N°672/022 DGSA que amplía aplicaciones de plaguicidas y vuelve 
voluntaria su declaración.  

5. Falta de presupuesto de la cartera correspondiente para control y 
desarrollo de políticas integrales. El presupuesto asignado al MA es escaso en 
cuanto a la función de regulación del uso de plaguicidas y regulación directa. La 
regulación directa del uso de plaguicidas es realizada por la DGSA-MGAP. Este 
ministerio  ha promovido contrariamente la intensificación productiva basada en 
el uso de plaguicidas.   

6. La ejecución de multas ha sido insignificante en términos económicos 
para las empresas. 

Estos seis mecanismos restringen significativamente la capacidad de acción 
de varios actores de la sociedad civil. En primer lugar, la prensa enfrenta 
dificultades para abordar la problemática como una cuestión de Salud Pública, ya 
que solo tiene acceso a casos individuales de personas afectadas que denuncian o 
inician procesos judiciales, sin una visión más amplia que muestre el alcance social 
del problema, como la afectación a través de alimentos o agua. 

La falta de evidencia generalizable y las dificultades de médicos y científicos 
para declarar con solidez, debido a la falta de datos disponibles, exponen a los 
trabajadores de la prensa y científicos divulgadores a críticas de empresas y 
políticos que defienden el modelo agroindustrial. Esto crea una disparidad 
evidente entre los relatos individuales de los afectados y las empresas, 
exacerbando las desigualdades en recursos y posiciones.  

En relación con los procesos judiciales, al menos cuatro elementos 
obstaculizan los casos de personas gravemente afectadas por plaguicidas: la falta 
de fiscales y jueces especializados en temas ambientales, la escasez de evidencia 
estadística y epidemiológica nacional, los riesgos y obstáculos para los 
denunciantes, y la ausencia de jurisprudencia debido a la falta de antecedentes.  
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Además, la política de desinformación dificulta la investigación científica al 
restringir el acceso a datos estadísticos a nivel nacional y territorial. Mientras las 
empresas financian investigaciones privadas para respaldar la regulación de 
nuevos productos, los académicos enfrentan dificultades para obtener 
financiamiento público y se enfrentan a bloqueos en la divulgación de información.  

Diversas investigaciones señalan las diferentes formas de injerencia 
corporativa, financiación de investigaciones por corporaciones, “puerta giratoria” y 
“escritura fantasma” como formas en que la producción de conocimiento científico 
se ve afectado por la vinculación e influencia de intereses corporativos sobre salud 
y posibles daños ambientales relacionados al uso y exposición a plaguicidas 
(Mirande, 2020; Sosa et al, 2019; Fontans-Álvarez et al., 2018). 

Todo esto dificulta la generación de nueva evidencia científica que permita 
evaluar y actualizar la normativa de Límites Máximos de Residuos en alimentos y 
del uso de los plaguicidas.  

A nivel de movimientos sociales y organizaciones de derechos humanos, 
esto deslegitima las denuncias y obstaculiza la conciencia pública y la movilización.  

Por último, a nivel de la sociedad en general, repercute en las dinámicas de 
estigmatización y aislamiento de las personas que ya están padeciendo en sus 
cuerpos los efectos toxicológicos de estas sustancias, claro ejemplo en el caso de 
Julio de los Santos ex-trabajador de Arrozal 33. El miedo, las dificultades para 
denunciar, la persecución en las localidades y espacios de trabajo, referido en 
varias investigaciones (Abbate et el. 2015; Evia, 2019; Evia, 2022; Chiappe, 2020; 
Cárcamo, 2007; Cárcamo 2010; CEUTA [Centro uruguayo de tecnologías 
apropiadas], 2006; Heinzen y Rodríguez, 2016; Caisso, 2022; Lucero, 2022; Rojas, 
1998), se ven agravados por la escasa evidencia estadística que relacione las 
enfermedades con los modelos productivos locales. 

Esto perpetúa la percepción de la problemática como eventos individuales y 
aísla la acción colectiva, bloqueando la búsqueda de justicia y transformación 
social al despolitizar el problema y responsabilizar individualmente a las personas 
afectadas.  

Reflexiones finales 

Bajo el ocultamiento y la escasa información se revela el incumplimiento de 
la normativa vigente de nuestro país así como de los mecanismos de control 
insuficientes para garantizar la inocuidad de los alimentos de la población, en 
relación a la presencia de plaguicidas en nuestros alimentos.  

El Estado, no ha logrado cumplir con el rol de garantizar la calidad e 
inocuidad de los alimentos, de los entornos laborales, los ecosistemas y  su impacto 
en la salud humana y ambiental, en tanto que el mismo no ha generado 
capacidades para analizar y detener los efectos en salud del modelo productivo 
centrado en el agronegocio exportador de commodities. Esto se agrava por el 
hecho de no poder analizar ni correlacionar el uso de plaguicidas con ciertas 
enfermedades y áreas geográficas específicas. Además, la única fuente de 
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información accesible sobre los “posibles impactos” en la salud de los plaguicidas 
proviene de las empresas involucradas en la regulación de nuevas sustancias.  

Asimismo se han legitimado mecanismos de bloqueo al acceso a la 
información mediante acuerdos de confidencialidad entre organismos públicos con 
entidades privadas sobre esta temática, por lo que destacamos que no existe 
transparencia suficiente que garantice el derecho a la información.  

Estos elementos indican la necesidad de continuar investigando esta 
temática desde diversas disciplinas y perspectivas, adoptando una visión sistémica 
de la alimentación. Es imperativo profundizar el debate sobre este tema y defender 
el derecho al acceso a la información, a la salud, a la alimentación y a un ambiente 
sano, así como promover la justicia social. Como científicos comprometidos con el 
bienestar humano, la equidad en la sociedad y la conservación del  ambiente, 
debemos exigir un mayor acceso a la información y centrar nuestros esfuerzos en 
la producción de conocimiento libre de conflictos de interés, colaborando con 
procesos judiciales, organizaciones sociales y medios de comunicación críticos. 
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